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Accionante:



Luz Dary Galeano Becerro
Accionado:


Instituto del Seguro Social.

Procedencia:

Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira

Derechos:


Petición, seguridad social y mínimo vital.
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala Dual en torno a la impugnación interpuesta por la señora Luz Dary Galeano Becerro, contra el fallo de 19 de julio de 2010 mediante el cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad concedió la tutela del derecho de petición a la accionante, y se abstuvo de reconocerle otros por ella solicitados, frente al Instituto del Seguro Social.
ANTECEDENTES:
Manifestó la actora que cumplió 55 años de edad y los demás requisitos para acceder a su pensión de jubilación, por lo que el 26 de octubre de 2009 elevó petición al Instituto del Seguro Social para tal efecto, sin que a la fecha de la presentación del libelo haya obtenido tal reconocimiento, de manera que existe un retardo injustificado de la demandada, quien arguye como excusa que la A.F.P. Protección S.A., no le ha enviado un estado detallado de su cuenta, ni ha trasladado los aportes del ahorro individual allí depositados.
Asegura que Protección S.A., ya realizó la ubicación de sus aportes en la cuenta del Seguro Social y que además remitió la relación detallada de los mismos con sus rendimientos, por lo que la accionada está vulnerando sus derechos a una vida digna, a la protección de las personas de la tercera edad en circunstancias de debilidad manifiesta y al derecho de pensión, con lo cual se le causa perjuicio irremediable.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Valorada la carga probatoria, la operadora judicial de primer grado desestimó el amparo invocado por la ciudadana Luz Dary Galeano Becerro, con excepción del derecho de petición, para lo cual  ordenó al Instituto del Seguro Social que en un lapso de 48 horas emitiera respuesta de fondo, clara y precisa, que resolviera la solicitud pensional elevada por la actora.

IMPUGNACIÓN
La señora Galeano Becerro, impugna la decisión argumentando que no se le tutelan sus derechos a un nivel adecuado de vida, al principio de legalidad y a la protección de las personas de la tercera edad en circunstancias de debilidad manifiesta, e indica que ella debe acudir a la vía ordinaria o administrativa para reclamar su pensión. Insiste en que su petición es para que se le reconozca esa prestación, ya que ella es persona de avanzada edad y que por su estado de salud ya no puede trabajar, argumenta que la acción procede como excepcional para el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, y reitera que la tutela es viable como mecanismo definitivo, porque la acción ordinaria resulta ineficaz para proteger sus derechos, ya que cuenta con 55 años de edad y satisface todos los requisitos para acceder a la pensión.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Compete a esta Corporación abocar el estudio de rigor para establecer: (i) si el Instituto del Seguro Social ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la demandante, (ii) si procede la modificación de la decisión de primera instancia como lo solicita la impugnante, o (iii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN:

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela invocada ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Constituye tema decisorio la pretensión de la señora Galeano Becerro para que se le protejan los derechos a un nivel de vida adecuado (vida digna), al principio de legalidad (debido proceso) y de protección a las personas de la tercera edad en circunstancias de debilidad manifiesta, para que se ordene que se le reconozca y pague su pensión de vejez por parte del I.S.S.
Frente a lo que constituye el fundamento para haber agotado el recurso de alzada, se tiene que en primera instancia la falladora constitucional advirtió una violación al derecho fundamental de petición y para su protección ordenó a la accionada resolver la solicitud de pensión dentro de los parámetros legales.

Téngase en cuenta que la opera jurídica tuvo el cuidado de citar a la actora para oírla en declaración y así pudo establecer que por su edad, 55 años, no encasilla como mujer de la tercera edad acorde con la disposición legal y que tampoco se encontraba en condiciones de debilidad manifiesta o que estuviera en inminente situación de recibir un perjuicio irremediable, de tal manera que se impusiera por la fuerza la sustitución de los procedimientos ordinarios y arrogarse la competencia del juez natural.
Comparte la Sala esta postura jurídica por cuanto es cierto que no puede reconocerse a la accionante el status de persona de la tercera edad, por cuanto no solo la ley, sino la jurisprudencia son excluyentes en tal sentido
, además no existe en ella la pregonada debilidad manifiesta, porque cuenta son algunos medios de subsistencia, máxime si ella misma asumió la carga de continuar con la cotización de aportes a título  personal, para alcanzar el beneficio de la pensión, lo cual indica que tiene algún medio de subsistencia, como además lo reconoce.

En consecuencia, la Corporación no aprecia aquel perjuicio irremediable que se pueda irrogar a la actora si no se ordena el reconocimiento de la pensión a través de la vía constitucional, ya que este proceder es del resorte de la entidad, quien deberá tomar la decisión acorde con la prueba que en ese sentido repose en la sus archivos, aunque estuvo atinada la decisión de instancia de amparar el derecho de petición, para que el I.S.S. se pronuncie frente a su escrito con observancia de las normas legales.

En virtud de la autonomía que la ley otorga a cada funcionario de la administración pública, éste debe resolver las peticiones y adelantar las actuaciones dentro de su marco, sin que le sea dable al juez de tutela imponerle el sentido del resultado que deba emitir.

Sustituir los procedimientos ordinarios cuando no se presentan las especiales situaciones de urgencia o la inminencia de un daño irreparable, es desnaturalizar la acción constitucional y convertir la excepción en regla general, espíritu que no entraña la institución jurídica consagrada en el artículo 86 de la norma Superior.
Es importante recordar que el juez de instancia ordenó resolver su petición con apego a la ley, de acuerdo con los supuestos de hecho que demostró la actora, mas decirle al servidor público que resuelva indefectiblemente reconociendo su pensión, sería tanto como usurpar su autoridad y su función.
Concluye la Corporación que en la forma como se absolvió su pretensión por la a quo, estuvo bien resuelta y por ende se le acompañará con la ratificación del fallo impugnado.
DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:
Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado









    Magistrado
WILSON FREDY LOPEZ
Secretario

�  En sentencia T-138 de 2010 la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Mauricio González Cuervo, expresó: “Un primer criterio consiste en encontrar en el ordenamiento jurídico colombiano una norma positiva, de rango legal, que contenga una definición objetiva y razonable del concepto de “tercera edad”. Al respecto, la Sala encuentra que el 5 de enero de 2009 se expidió la Ley 1276 de 2009 “A través de la cual se modifica la Ley � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2001/ley_0687_2001.html" \l "1" \t "_blank" �687� del 15 de agosto de 2001 y se establecen nuevos criterios de atención integral del adulto mayor en los centros vida”. Esta ley equipara los conceptos de “adulto mayor” y “persona de la tercera edad” desde su primer artículo, cuando dice que “La presente ley tiene por objeto la protección a las personas de la tercera edad (o adultos mayores) de los niveles I y II de Sisbén, a través de los Centros Vida, como instituciones que contribuyen a brindarles una atención integral a sus necesidades y mejorar su calidad de vida”.





 “En consecuencia, y a menos que concurran en algún caso concreto circunstancias específicas que ameriten hacer alguna consideración particular, sólo los ciudadanos hombres mayores de 72 años pueden acudir a la tutela como mecanismo excepcional para lograr judicialmente el reconocimiento y pago de una pensión. Y, en tal caso, acreditado ese primer requisito, tendrán también que acreditar los otros requisitos de procedibilidad tales como la demostración de la afectación al mínimo vital, el despliegue de alguna actividad administrativa o judicial y la ineficacia del medio judicial ordinario”.
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